
República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar. 

 
Rad. 20001-40-03-007-2016-00165-00. 

 
Valledupar, Siete  (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno  (2021). 

 

Referencia: Demanda Declarativa Verbal de Responsabilidad Civil 
extracontractual.  

Demandante: Jhonathan de Jesús  Oviedo Domínguez y Jener Miguel Moreno 
Argote 

Demandado: Compañía Especializadas en Movilidad, Transporte y Turismo 
S.A.S. – Transportemoviza – T   y Sun Aliance Compañía de Seguros S.A.  

  

 
Se encuentra al Despacho la presente demanda DECLARATIVA VERBAL DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL, promovida por 
JHONATHAN DE JESUS OVIEDO DOMINGUEZ Y JENER MIGUEK MORENO 
ARGOTE, a través de apoderado judicial, contra COMPAÑÍA ESPECIALIZADA EN 
MOVILIDAD, TRANSPORTE Y TURISMO S.A.S.- TRANSPORTEMOVIZA- T y 
SUN ALIANCE COMAPAÑÍA DE SEGUROS S.A., para efectos de su admisión, 
observando el Despacho que se presenta el siguiente defecto formal: 
 
Según lo dispuesto en el numeral  5 del artículo 82 del C.G.P. “Salvo disposición en 
contrario, la demanda con que se promueva todo proceso deberá reunir los 
siguientes requisitos: 5. Los hechos que le sirven de  fundamentos a las 
pretensiones debidamente determinados , clarificados y numerados” 
 
Confrontando lo anterior con el libelo introductor presentado por la ejecutante, fácil 
es apreciar que el mismo, carece de los requisitos exigidos por la norma en cita, 
pues nótese que al realizar el estudio de la presente demanda observa el despacho 
los hechos narrados en el libelo demandatorio no se encuentran debidamente 
fundamentados de acuerdo a las pretensiones de la demanda, toda vez que  en los 
mismos no fueron indicados de forma determinada y clarificada  para fundamentar 
las pretensiones de la demanda, esto es, no se evidencia una conexidad entre lo  
pretendido y los hechos narrados, más precisamente en lo que concierne a los 
daños  materiales  e inmateriales acaecidos a los demandantes de los cuales se 
pretende se declare civilmente responsable la parte demandada.   
 
Por lo antes expuesto considera el despacho, que existe una falencia en los hechos 
referidos en la demanda a fin de admitir la misma, situación ésta que debe ser 
aclarada para entrar a decidir de conformidad.   
 
Así las cosas, este Despacho Judicial inadmitirá la presente demanda, y para 
efectos de subsanarla, se le concederá a la parte demandante el término 
improrrogable de cinco (5) días, so pena de ser rechazada, tal como lo ordena el 
Artículo 90 del C.G.P. 
 
Por lo anteriormente, expuesto el Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad de 
Valledupar; 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda DECLARATIVA VERBAL DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL promovida por, promovida 
por JHONATHAN DE JESUS OVIEDO DOMINGUEZ Y JENER MIGUEK MORENO 
ARGOTE, a través de apoderado judicial, contra COMPAÑÍA ESPECIALIZADA EN 



MOVILIDAD, TRANSPORTE Y TURISMO S.A.S.- TRANSPORTEMOVIZA- T y 
SUN ALIANCE COMAPAÑÍA DE SEGUROS S.A, de conformidad a lo expuesto en 
la parte motiva de este proveído.  
 
SEGUNDO: En consecuencia, de lo anterior, concédasele a la parte demandante el 
término improrrogable de cinco (05) días para que subsane los defectos anotados 
en precedencia, so pena de proceder al rechazo de plano de la demanda, de 
conformidad a lo expuesto en el artículo 90 del C.G.P. 
 
 

Notifíquese y Cúmplase: 
La Jueza, 
 
 

 
ALBA LUCIA MURILLO RESTREPO 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad.  20001-31-03-001-2019-00050-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
 

Referencia. Proceso Reivindicatorio de Dominio. 

Demandante. Maryluz Guerra de Guatibonza.  

Demandado. Jhony Rumbo.  

 
Asunto. 

 
En atención a que se encuentra en trámite recurso de apelación presentado contra 
el auto de calendas 05 de febrero de 2020, el despacho procede a aplazar la 
diligencia de inspección judicial programada para el día 08 de julio de 2021 a las 
09:00 am y una vez resuelto el recurso de alzada en comento se dispondrá señalar 
nueva fecha.  
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

 
Nmr.  
 

 

 
 

 
 
 



República de Colombia 

 
Distrito judicial de Valledupar. 

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad. 
Valledupar-Cesar.  

 
Radicado: 20001-40-03-001-2020-00306-00. 

 

Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 

Proceso Virtual 
Referencia. Proceso Verbal de Pertenencia por Prescripción Extraordinaria 
Adquisitiva de Dominio. 
Demandante: Andrés Motero Zuleta.  
Demandado: Jaime Arce García y Personas Indeterminadas.  
 

Asunto.  
 

Teniendo en cuenta que las entidades requeridas dieron respuesta al 

requerimiento realizado por el despacho, y revisados los documentos 

acompañados a la demanda de la referencia, se observa que en el presente asunto 

se cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 375 del C.G.P., como 

también los contenidos en los artículos 82 y 84 ibídem, por lo que este despacho, 

 

Resuelve. 

 

PRIMERO. Admitir la presente demanda VERBAL DE PERTENENCIA POR 

PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO, promovida por ANDRES 

MIGUEL MONTERO ZULETA identificado con cédula de ciudadanía No 77.019.953, a 

través de apoderado judicial, contra JAIME ARCE GARCIA identificado con cédula 

de ciudadanía No 93.355.055 y PERSONAS INDETERMINADAS.  

 

SEGUNDO. De la demanda y sus anexos, córrasele traslado a la parte demandada 

por el término de Veinte (20) días, para que, si lo considera pertinente, haga uso 

de lo dispuesto en el artículo 370 del C.G.P. 

 

TERCERO. Emplácese al demandado JAIME ARCE GARCIA identificado con cédula 

de ciudadanía No 93.355.055 y A LAS PERSONAS INDETERMINADAS para que en el 

término de Quince (15) días, comparezcan por sí o por medio de apoderado 

judicial, a recibir notificación personal, del auto admisorio de la demanda, dictado 

en este asunto. 

 

Publíquese en un listado por una sola vez, en un medio escrito de amplia 

circulación Nacional como es el periódico el Tiempo o el Espectador, debiéndose 

hacer el día domingo; o, por canal radial, como es RCN o CARACOL, en este último 

evento cualquier día de la semana entre las seis de la mañana y las once de la 

noche; de conformidad con lo establecido en el artículo 108 del C.G.P. El 

emplazamiento se entenderá surtido después de (15) días de publicada la 

información en el Registro Nacional de Personas Emplazadas. 

 

La publicación deberá comprender la permanencia del contenido del 

emplazamiento en la página web del respectivo medio de comunicación, durante 

el término del emplazamiento, de acuerdo a lo dispuesto por el parágrafo 2 del 

citado artículo. 



 

CUARTO. Requiérase a la parte actora para que gestione la notificación requerida, 

so pena el hecho de que si trascurrido treinta (30) días contados a partir de la 

notificación de este proveído por estado, se le de aplicación al artículo 317 

numeral 1 inciso 2 del C.G.P 

 

QUINTO. Informar de la existencia del presente proceso a la SUPERINTENDENCIA 

NOTARIADO Y REGISTRO, a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, a la UNIDAD DE 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS, al MUNICIPIO DE VALLEDUPAR y al INSTITUTO 

GEOGRAFICO AGUSTÍN CODAZZI IGAC, para que, si lo consideran pertinente, hagan 

las manifestaciones a que hubiere lugar en el ámbito de sus funciones. De 

conformidad a lo establecido en el artículo 375 numeral 6 inciso 2 del C.G.P. 

 

SEXTO. Instálese una valla de dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar 

visible del predio objeto del proceso, junto a la vía pública más importante sobre 

la cual tenga frente o límite, la cual deberá contener los siguientes datos: 

denominación del juzgado que adelanta el proceso, el nombre del demandante, el 

nombre del demandado, el número de radicación del proceso, indicación  de que 

se trata de un proceso de pertenencia, el emplazamiento de todas las personas 

que crean tener derechos sobre el inmueble, para que concurran al proceso y la 

identificación del predio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 375 Nº 7 

del C.G.P. 

SÉPTIMO. Inscríbase la demanda en el folio de matrícula No. 190-61534 de la 

Oficina de Instrumentos Públicos de Valledupar esta ciudad, de acuerdo a lo 

solicitado en la misma y a lo normado en el numeral 5 del artículo 375 del C.G.P. 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

La juez,  

 

 
 

 

Alba Lucia Murillo Restrepo. 

 

Nmr. 

 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad.  20001-40-03-001-2020-00477-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 

Proceso Virtual 

Referencia. Proceso de Jurisdicción Voluntaria de Cancelación de Registro Civil de 

Nacimiento  

Demandante. Jhonatan Ángel Narváez. 

 
Asunto. 

 
En atención a que fue allegado arancel judicial correspondiente, por secretaría 

expídanse las copias auténticas de la sentencia proferida por este despacho 

judicial en fecha 05 de mayo de 2021 dentro del proceso de la referencia, y 

remítanse al interesado para su verificación y fines pertinentes.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

 
Nmr.  
 

 

 
 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 

Valledupar - Cesar  

 

Rad. 2021 – 00055 - 00.  

Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021).  

 

Referencia. Proceso Ejecutivo de Menor Cuantía.  

Demandante: Banco Davivienda S.A.  

Demandado: Fernando José Sierra Gutiérrez e Inversiones Sierra Equipos S.A.S.   

 

Visto que la liquidación actualizada del crédito presentada por la parte ejecutante, 

obrante a folio 19 del presente cuaderno, no fue objetada por la parte demandada y 

atendiendo que la misma está conforme a la Ley, el despacho le imparte aprobación.  

 

Total, liquidación actualizada por concepto de los Pagaré No. 974589 $71.876.508 

y el Pagaré No. 974588 $31.466.750, hasta el 19 de Mayo de 2021: $103.343.258  

 

 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La Juez, 

                                         

 
 

Alba Lucía Murillo Restrepo 

 

 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad.  20001-40-03-001-2021-00128-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
Proceso virtual. Referencia. Proceso de Jurisdicción Voluntaria de Cancelación 

de Registro Civil de Nacimiento Demandante. Yan Carlos Solano Romero. 

 

Asunto. 

 

En atención a que la audiencia programada para el día 06 de julio de 2021 a las 

03:00 de la tarde, fue suspendida ante las fallas técnicas presentadas por el 

apoderado judicial de la parte demandante para acceder en debida forma a la 

plataforma en la que se adelantaba la misma, el despacho dispone fijar nueva 

fecha para llevar a cabo la misma para el día Cuatro (04) de Octubre de Dos Mil 

Veintiuno a las 03:00 de la tarde, en el cual se evacuarán las etapas de fijación de 

hechos y pretensiones, pruebas, alegatos y se dictará la correspondiente 

sentencia.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 
 

Alba Lucia Murillo Restrepo.  
 

Nmr.  
 

 

 

 

 



República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar.  

 

Rad. 20001-31-10-003-2021-00168-00. 
  

Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 
 
Correspondió mediante reparto ordinario a este Juzgado Demanda de SUCESIÓN 

INTESTADA del causante VICENSO GAETANO PUCCINI LUCCEHI, promovida por el 

señor PUCCINI MANZANO PIERLUIGI, PUCCINI MANZANO GIAMPIERO, PUCCINI 

MANZANO GIANCARLOS, en consecuencia, este despacho procede a pronunciarse 

acerca de su admisibilidad. 

El artículo 489 del Código General del Proceso, señala los anexos con los que debe 

acompañarse la demanda de sucesión, entre ellos debe arrimarse, de conformidad 

con lo dispuesto en los numerales 5 y 6 de la citada disposición, un inventario de 

los bienes relictos de las deudas de la herencia y de los bienes, deudas y 

compensaciones que correspondan a la sociedad conyugal o patrimonial, junto con 

las pruebas que se tengan sobre ellos y un avalúo de los bienes relictos de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 444. 

Verificado el expediente se deja entrever, que a la demanda no se anexó el 

inventario de los bienes relictos de las deudas de la herencia ni el avalúo de los 

bienes relictos de conformidad con el artículo 444, anexo este indispensable para 

acompañar con el escrito genitor, toda vez que, al dar apertura al proceso de 

sucesión debe  remitirse el inventario referenciado a la Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales (DIAN), a fin que dicha entidad comunique al despacho lo 

pertinente a la  información tributaria de la sucesión ilíquida del proceso, esto 

teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 490 del C.G.P, en concordancia con 

lo establecido en el artículo 844 del Estatuto Tributario.  

En virtud de ello, el despacho declara inadmisible la presente demanda y en 

consecuencia requiere a la parte demandante para que arrime al plenario el 

inventario en los términos antes indicados, para lo cual le concede el término de 

cinco (5) días, contados a partir de la notificación de la presente providencia por 

estado, so pena de ser rechazada, conforme a lo establecido por el artículo 90 del 

C.G.P. 

Notifíquese y Cúmplase 
 

La Juez, 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo. 

Nmr. 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 

Rad. 20001-40-03-001-2021-00247-00. 

 

Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021) 

 

Proceso Virtual. 

Referencia. Proceso Ejecutivo Singular de Menor Cuantía.  

Demandante: Bancoomeva S.A. 

Demandado: Jheisson Quintero Escobar.  

 

Asunto.  

Subsanada la demanda conforme a lo ordenado en auto del 18 de junio de 2021 y 

revisados los documentos acompañados a la demanda, de ellos se desprende una 

obligación clara, expresa y exigible conforme a lo dispuesto por los artículos 422, 

430 y 431 del C.G.P., así mismo se observa el cumplimiento de las exigencias 

establecidas en los artículos 82 y 84 Ibidem, por lo que este despacho; 

 
Resuelve: 

 
Primero. Librar orden de pago por la vía ejecutiva a favor de BANCO COOMEVA 

S.A. BANCOOMEVA S.A. persona jurídica identificada con Nit No 900.406.150-5 

Representada legalmente por Hans Juerguen Theilkuhl Ochoa, a través de 

apoderado judicial, contra JHEISSON ENRIQUE QUINTERO ESCOBAR identificado 

con cédula de ciudadanía No 1.065.652.541, por lo que se libra por las siguientes 

cantidades y conceptos, 

 

1º- Capital: Por la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES QUINIENTOS 

CUARENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y UN PESOS MCTE 

($36.542.981), por concepto del Capital contenido en el pagaré anexado 

a la demanda.  

 

1.1°- Intereses remuneratorios.  Por la suma de CUATRO MILLONES 

DOSCIENTOS TREINTA MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y NUEVE PESOS MCTE 

($4.230.459), por concepto de intereses remuneratorios sobre el capital 

antes descrito, desde el 15 de julio de 2020 hasta el 15 de marzo de 2021.  

 

1.2°- Intereses moratorios. Sobre el capital antes descrito, a la tasa máxima 

legal permitida por la Superintendencia Financiera, desde el 16 de marzo de 

2021, hasta que se verifique el pago total de la obligación.  

2º - Costas y Agencias: Sobre estas se resolverán oportunamente.  

Segundo-. Ordénese al demandado pague a la parte demandante la suma por la 

cual se le demanda en el término de cinco (5) días, contados a partir de la 

notificación del presente mandamiento, la cual se surtirá en la forma señalada por 

los artículos 291 a 293 y 301 del C.G.P., en atención a lo normado en el 431 ibidem. 

 



Tercero-. De la demanda y sus anexos, córrasele traslado al demandado por el 

término de Diez (10) días, para que, si lo considera pertinente, haga uso de lo 

dispuesto en el artículo 442 del C.G.P. 

 

Cuarto-. Ordénese al demandante que cumpla con la carga procesal de notificar a 

la parte demandada en el proceso de la referencia, de conformidad con los 

artículos 291 a 293 del C.G.P., en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8 

del Decreto 806 de 2020. 

 

Quinto-. Téngase al Doctor ARMANDO DE JESUS GARCÍA OÑATE identificado con 

cédula de ciudadanía No 17.971.140 y T.P. Nº 44.605 del C.S.J, quien actúa como 

apoderada judicial de la parte ejecutante en el presente asunto, teniendo en 

cuenta el poder conferido aportado con la demanda.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La Juez, 

 
 

Alba Lucia Murillo Restrepo.  
 

Nmr.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 

Rad. 20001-40-03-001-2021-00247-00. 

 

Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021) 

 

Proceso Virtual. 

Referencia. Proceso Ejecutivo Singular de Menor Cuantía.  

Demandante: Bancoomeva S.A. 

Demandado: Jheisson Quintero Escobar.  

 

Asunto.  

En atención a la solicitud que antecede, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 593 del C.G.P., el despacho;  

 
Dispone. 

 
Primero. Decrétese el embargo y posterior secuestro del Vehículo motocicleta de 

Placas UGJ-56C, de propiedad del demandado JHEISSON ENRIQUE QUINTERO 

ESCOBAR identificado con cédula de ciudadanía No 1.065.652.541. Para tal fin 

ofíciese a la Secretaria de Tránsito y Transporte de Valledupar, para que se sirva 

hacer la respectiva inscripción y expida con destino a este Juzgado, el certificado 

de que trata el artículo 593 Nº 1 del C.G.P. 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

 
Nmr.  
 

 

 
 

 



República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar.  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00249-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
Proceso virtual 
Referencia. Proceso Ejecutivo para la Efectividad de la Garantía Real de Menor 
Cuantía.  
Demandante: Rómulo Rafael Romero. 
Demandado: Freddys Diaz Cataño. 
 

Asunto. 
 
Mediante auto de fecha 18 de junio de 2021, fue declarada inadmisible la demanda 

de la referencia, por no cumplir con los requisitos de ley, concediéndose el término 

de cinco (5) días, para que fuera corregida por la parte demandante.  

 

La parte actora no corrigió los defectos indicados en el auto mencionado, esto es, 

no aporto el folio de matrícula inmobiliaria expedido por la Oficina de Instrumentos 

Públicos, donde conste la anotación de la hipoteca que hoy se ejecuta mediante 

la incoación del presente proceso, debidamente actualizado, tal como lo dispone 

el artículo 468 del C.G.P. 

 

Así las cosas, el Juzgado rechaza la demanda de la referencia y ordena la 

devolución al actor sin desglose, de conformidad con lo establecido en el artículo 

90 del C.G.P. 

       
Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

 
Nmr.  
 

 



República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar.  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00260-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
Proceso virtual 
Referencia. Proceso Ejecutivo Singular de Menor Cuantía.   
Demandante. Banco GNB Sudameris S.A. 
Demandado. María López Vega. 

 
Asunto. 

 

Mediante auto de fecha 18 de junio de 2021, fue declarada inadmisible la demanda 

de la referencia, por no cumplir con los requisitos de ley, concediéndose el término 

de cinco (5) días, para que fuera corregida por la parte demandante.  

 

La parte actora no corrigió los defectos indicados en el auto mencionado, esto es, 

no se aporto el poder otorgado a la apoderada judicial por parte de la 

Representante legal de Banco GNB Sudameris S.A. conforme a lo reglado en el 

artículo 78 del C.G.P. 

 

Así las cosas, el Juzgado rechaza la demanda de la referencia y ordena la 

devolución al actor sin desglose, de conformidad con lo establecido en el artículo 

90 del C.G.P. 

       
Notifíquese y Cúmplase. 

 

La juez,   

 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

 
Nmr.  
 



República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar. 

 
Rad. 20001-31-10-001-2021-00274-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 

Referencia: Sucesión Intestada.  

Demandante: Lilibeth Estrada Mendoza.  

Causante: Rosa Virginia Mendoza de Estrada.  

                                                                        
Asunto. 

    
Revisados los documentos acompañados a la demanda de conformidad con lo 

establecido en los artículos 488, 489 y 490 del C.G.P., y cumplidas las exigencias 

establecidas en los 82 y 84 Ibídem, este despacho,  

 

Resuelve: 
 

PRIMERO: Declárese abierto el presente proceso de Sucesión Intestada de la 

causante señora ROSA VIRGINIA MENDOZA DE ESTRADA, quien en vida se 

identificaba con cédula de ciudadanía Nº 27.000.780, fallecida en esta ciudad el día 

31 de Julio de 2009, siendo la ciudad de Valledupar el último domicilio del causante, 

presentada por la señora LILIBETH ESTRADA MENODZA, en su calidad heredera, 

por conducto de apoderado judicial legalmente constituido para el efecto. 

 

SEGUNDO: De conformidad a lo dispuesto en el artículo 108 del Código General 

del Proceso, se dispone el emplazamiento a Todos Los Que Se Crean Con Derecho a 

Intervenir en este Sucesorio, para que comparezcan por sí o por medio de apoderado 

judicial.  

 

Publíquese en un listado por una sola vez, en un medio escrito de amplia circulación 

Nacional como es el periódico el Tiempo o el Espectador, circunstancia que deberá 

hacerse el día domingo o por canal radial, como es RCN o CARACOL, en este último 

evento cualquier día de la semana, entre las seis de la mañana y las once de la noche; 

de conformidad con lo establecido en el artículo 108 del C.G.P. 

 

Efectuada la publicación de que tratan los incisos anteriores, se hará la inclusión en 

el Registro Nacional de Apertura de Procesos de Sucesión. El emplazamiento se 

entenderá surtido después de (15) días de publicada la información en dicho registro. 

 

La publicación deberá comprender la permanencia del contenido del emplazamiento 

en la página web del respectivo medio de comunicación, durante el término del 

emplazamiento, de acuerdo a lo dispuesto por el parágrafo 2 del citado artículo. 

 

TERCERO: Reconózcase como heredera de la causante a la señora  LILIBETH 

ESTRADA MENDOZA. 

 

CUARTO: Notifíquese de la presente demanda en la forma indicada en los artículos 

291 a 293 del Código General del Proceso al Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del  Artículo 490 



ibídem, toda vez que en el presente asunto el demandante no manifiesta tener 

conocimiento de la existencia de herederos del causante.    

 

QUINTO: Ofíciese a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) para 

que envíe la información tributaria de la sucesión ilíquida de la referencia, de 

acuerdo a lo previsto en el artículo 844 del Estatuto Tributario, en concordancia con 

el artículo 490 del C.G.P. Anéxese al oficio, copia del inventario presentado como 

anexo en esta demanda. 

 

SEXTO: Decrétese el inventario y avalúo de los bienes herenciales en su 

oportunidad procesal, se fijará fecha y hora para llevar a término tal diligencia. 

 

SÉPTIMO: Reconózcasele personería al doctor  CLAUDIO RENE MESTRE 

NUÑEZ,  identificado con cédula de ciudadanía Nº12.724.690 y T.P. Nº 46.717  en 

los mismos términos en que vienen los poderes a él conferidos.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

La Juez,   
 

 

 

         Alba Lucía Murillo Restrepo. 
 

 

 

Mov.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00276-00 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021)  

 
Proceso Virtual. 

Referencia: Proceso Ejecutivo Singular Menor Cuantía.   

Demandante: Cooperativa de Créditos Medina – Coocredimed en Intervención. 

Demandado: Walter Oñate Correa. 

 

Asunto. 
 

Revisados los documentos acompañados a la demanda, de ellos se desprende una 

obligación clara, expresa y exigible conforme a lo dispuesto por los artículos 422, 

430 y 431 del C.G.P., así mismo se observa el cumplimiento de las exigencias 

establecidas en los artículos 82 y 84 Ibidem, por lo que este despacho; 

 
Resuelve: 

 

Primero. Librar orden de pago por la vía ejecutiva a favor de COOPERATIVA DE 

CREDITOS MEDINA “EN INTERVENCIÓN” – COOCREDIMED “EN INTERVENCIÓN” 

persona jurídica identificada con Nit No 900.219.151-0 Representada legalmente 

por María Perry Ferreira, a través de apoderado judicial, contra WALTER ENRIQUE 

OÑATE CORREA identificado con cédula de ciudadanía No 79.428.071, por lo que 

se libra por las siguientes cantidades y conceptos, 

 

1º- Capital: Por la suma de TREINTA Y DOS MILLONES CIENTO SETENTA Y 

NUEVE MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y CINCO PESOS MCTE 

($32.179.855), por concepto del Capital contenido en el pagaré anexado 

a la demanda.  

 

2°- Intereses moratorios.  Por la suma de DIECINUEVE MILLONES 

OCHOCIENTOS OCHENTA Y CINCO MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y CUATRO 

PESOS MCTE ($19.885.394) por concepto de intereses moratorios a partir 

del día 7 de marzo de 2019 hasta el 18 de mayo de 2021, mas los intereses 

moratorios que se generen desde el 19 de mayo de 2021 hasta que se 

verifique el pago total de la obligación.  

 

3º - Costas y Agencias: Sobre estas se resolverán oportunamente.  

Segundo-. Ordénese al demandado pague a la parte demandante la suma por la 

cual se le demanda en el término de cinco (5) días, contados a partir de la 

notificación del presente mandamiento, la cual se surtirá en la forma señalada por 

los artículos 291 a 293 y 301 del C.G.P., en atención a lo normado en el 431 ibidem. 

 

Tercero-. De la demanda y sus anexos, córrasele traslado al demandado por el 

término de Diez (10) días, para que, si lo considera pertinente, haga uso de lo 

dispuesto en el artículo 442 del C.G.P. 



 

Cuarto-. Ordénese al demandante que cumpla con la carga procesal de notificar a 

la parte demandada en el proceso de la referencia, de conformidad con los 

artículos 291 a 293 del C.G.P., en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8 

del Decreto 806 de 2020. 

 

Quinto-. Téngase a la Doctora ELIANA PATRICIA PÁEZ ROMERO identificada con 

cédula de ciudadanía No 1.065.593.477 y T.P. Nº 246.341 del C.S.J, quien actúa 

como apoderada judicial de la parte ejecutante en el presente asunto, teniendo 

en cuenta el poder conferido aportado con la demanda.  

 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La Juez, 
 

 

 
 

Alba Lucia Murillo Restrepo.  
 

Nmr.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



República De Colombia 

 
Rama Judicial del Poder Público  

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad 
Valledupar - Cesar  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00276-00. 

 
Valledupar, Siete (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021)  

 
Proceso Virtual. 
Referencia: Proceso Ejecutivo Singular Menor Cuantía.   
Demandante: Cooperativa de Créditos Medina – Coocredimed en Intervención. 
Demandado: Walter Oñate Correa. 
 

Asunto. 
 
En atención a la solicitud que antecede, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 593 del C.G.P., el despacho;  

 
Dispone: 

 
Primero. Decrétese el embargo y retención del 30% del salario que devenga o 
llegare a devengar el demandado WALTER ENRIQUE OÑATE CORREA identificado 
con cédula de ciudadanía No 79.428.071, como empleada de la UNIVERSIDAD 
POPULAR DEL CESAR. Limítese la medida hasta la suma de CUARENTA Y OCHO 
MILLONES DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS OCHENTA Y DOS PESOS 
CON CINCO CENTAVOS MCTE ($48.269.782,5). Para su efectividad ofíciese al 
pagador de la mencionada entidad en el correo electrónico aportado por la 
apoderada judicial en el libelo demandatorio, para que hagan los descuentos del 
caso y los coloquen a órdenes de este juzgado en la cuenta de títulos judiciales Nº 
200012041001 en el Banco Agrario de Colombia en esta ciudad.  

 
Segundo. Decretase el embargo y secuestro del bien inmueble inscrito en la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, identificado con 
Matrícula Inmobiliaria No 190-10728, de propiedad del demandado WALTER 
ENRIQUE OÑATE CORREA identificado con cédula de ciudadanía No 79.428.071. 
Ofíciese a la Oficina de Instrumentos Públicos de Valledupar para que envíe con 
destino a este Juzgado el certificado de que trata el artículo 593 Nº 1 del Código 
General del Proceso. 
 
Tercero. Abstenerse el despacho de ordenar el embargo y retención de los dineros 
que tenga o llegare a tener depositados en diferentes bancos la parte ejecutada, 
por cuanto la parte demandante, no indicó en que ciudad se encuentran ubicadas 
las entidades bancarias a oficiar, siendo necesaria esta especificación a fin de 
librar los oficios tendientes a hacer efectiva la cautela deprecada, ello de 
conformidad con lo estatuido en el artículo 83 del C.G.P. 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La Juez, 

 
Alba Lucia Murillo Restrepo.  

Nmr.  



República De Colombia 

 
Distrito Judicial de Valledupar 

Juzgado Primero Civil Municipal de Oralidad 
Valledupar-Cesar. 

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00277-00. 

 
Valledupar, Siete  (07) de Julio  de Dos Mil Veintiuno  (2021). 

 

Referencia: Demanda Ejecutiva Singular de Menor Cuantía.  

Demandante: Banco Pichincha S.A.  

Demandado: Wilmides Enrique  Parodi Ochoa.   

 

Se encuentra al Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR DE 

MENOR CUANTIA, promovida por BANCO PICHINCHA S.A., a través de 

apoderado judicial, contra WILMIDES ENROQUE PARODI OCHOA, para efectos 

de su admisión, observando el Despacho que se presenta el siguiente defecto 

formal: 

Según lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 82 del C.G.P. “Salvo disposición en 

contrario, la demanda con que se promueva todo proceso deberá reunir los 

siguientes requisitos: 4. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad” 

Confrontando lo anterior con el libelo introductor presentado por la ejecutante, fácil 

es apreciar que el mismo, carece de los requisitos exigidos por la norma en cita, 

pues nótese que al realizar el estudio de la presente demanda observa el despacho 

que en el numeral segundo del acápite de pretensiones la parte actora pretende el 

pago de intereses corrientes  por la suma de $2.437.285.00 sin indicar el plazo o 

interregno de tiempo  en que fueron liquidados los mismos.   

 

Por lo antes expuesto considera el despacho, que existe una falencia en la 

información de la parte demandante para librar el respectivo mandamiento 

ejecutivo, situación ésta que debe ser aclarada para entrar a decidir de conformidad.   

 

Así las cosas, este Despacho Judicial inadmitirá la presente demanda, y para 

efectos de subsanarla, se le concederá a la parte demandante el término 

improrrogable de cinco (5) días, so pena de ser rechazada, tal como lo ordena el 

Artículo 90 del C.G.P. 

Por lo anteriormente, expuesto el Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad de 

Valledupar; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda promovida por EJECUTIVA  SINGULAR 

DE MENOR CUANTIA, promovida por BANCO PICHINCHA S.A., a través de 

apoderado judicial, contra WILMIDES ENRIQUE PARODI OCHOA, de conformidad 

a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  

 

SEGUNDO: En consecuencia de lo anterior, concédasele  a la parte demandante el 

término improrrogable de cinco (05) días para que subsane los defectos anotados 



en precedencia, so pena de proceder al rechazo de plano de la demanda, de 

conformidad a lo expuesto en el artículo 90 del C.G.P. 

 

Notifíquese y Cúmplase: 

La Juez, 

 

 
 
 

Alba Lucía Murillo Restrepo.  



República de Colombia 

 
Distrito judicial de Valledupar. 

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad. 
Valledupar-Cesar.  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00278-00. 

 
 

Valledupar,  Siete  (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 
 

Referencia: Demanda Ejecutiva de Mínima Cuantía. 

Demandante: Banco Pichicha S.A.    
Demandado:  Ramith Gregorio Valencia  Guerra.  

 
 

Asunto. 
 

Del estudio hecho al proceso de la referencia, se tiene que en el mismo la parte 
demandante pretende se libre orden de pago por valor   de  $22.624.344.00, más 
intereses de mora, en virtud de ello procede el despacho a pronunciarse, en los 
siguientes términos.  
 
Teniendo en cuenta lo antes anotado, encuentra el despacho que  la cuantía estimada 
en la demanda  no supera los (40) salarios mínimos mensuales legales vigentes, es 
decir no excede el valor de TREINTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS 
CUARENTA MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS ($36.340.920.00), que se 
requiere para dar trámite como proceso de menor cuantía, considerando en 
consecuencia este  despacho no ser  competente para adelantar el conocimiento del 
asunto, ya que al tiempo de la presentación de la demanda, las pretensiones estaban 
por debajo de la cuantía  contemplada en los artículos 25 y 26 del CGP, por lo que 
tiene el carácter de mínima cuantía. 
 
Así mismo este operador judicial ampara su decisión,  a la luz del artículo 17 del CGP, 
donde se determina la competencia de los jueces civiles municipales en única 
instancia, disposición que a la letra reza:  
 
Los jueces civiles municipales conocen en única instancia: (1). De los procesos 
contenciosos de mínima cuantía.  – atendiendo al tenor literal del artículo 
precedente  se podría concluir que efectivamente este despacho es el competente 
para conocer del asunto,  sin embargo el parágrafo del mismo artículo 17, 
expresamente trae la siguiente excepción así: 
 
Parágrafo. Cuando en el lugar exista juez municipal de pequeñas causa 
y competencia múltiple, corresponderán a este los asuntos 
consagrados numerales  1,2, y 3. 
 
De lo anterior se puede advertir como con la creación los juzgados de pequeñas 
causas y competencia múltiple, se desplazaron las competencias de los juzgados 
civiles municipales con respecto las controversias de mínima cuantía.  
 
En vista de que el proceso en comento encuadra perfectamente en los procesos de 
mínima cuantía, ya que no supera los 40 SMLMV, y que con la vigencia del Código 
General Del Proceso comenzaron a funcionar a partir del primero de enero de 2016 
en Valledupar Cesar, los juzgados de pequeñas causas y competencia múltiple, se 
establece que esta judicatura perdió competencia para conocer del asunto de marras.  
 
Debe precisar el Despacho que a través del Acuerdo No. CSJCEA17-220 de fecha 05 
de abril de 2017, “por medio de la cual se desconcentran los Juzgados Primero  y  
Segundo de Pequeñas Causas y  Competencia Múltiple de Valledupar” el Consejo   
Seccional de la Judicatura dispuso:  



 
“ARTICULO PRIMERO: Desconcentrar la competencia del Juzgado Primero de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 
competencia de los procesos  cuyos demandados residen en los  barrios y/o 
asentamientos que  conformar la Comuna No.4 de Valledupar. 
 
ARTICULO  SEGUNDO:  Desconcentrar la competencia del Juzgado Segundo  de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 
competencia de los procesos  cuyos demandados residen en los barrios  y 
asentamientos de la Comuna  5 de Valledupar a excepción de los  barrios 
clasificados en estratos  4, 5  y 6, señalados en la parte motiva de este Acuerdo. 
 
Posteriormente, a  través del Acuerdo  CSJCEA17-234 de fecha  05 de Julio de  2017,  
por el  cual  se aclara el Acuerdo  antes mencionado, el Consejo Seccional de la 
Judicatura del Cesar, dispone:  
 
ARTICULO   PRIMERO: Aclarar el Acuerdo No. CSJCEA17-220 del 05 de abril de  
2017, en el sentido de asignar a los  Juzgados 1 y  2 de pequeñas Causas  y  
Competencias Múltiples de Valledupar, la competencia  establecida en el parágrafo 
del artículo 17 del Código  General del Proceso, respecto de las comunas 
desconcentradas del  Municipio de Valledupar, en dicho Acuerdo. 
 
ARTICULO SEGUNDO: Aclarar que  los asuntos establecidos  en el artículo   17 del 
C.G.P. que no correspondan a esas Zonas Geográficas del Municipio de Valledupar 
asignadas a los  Juzgados 1 y  2 de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de 
Valledupar, corresponderán previo  reparto  del Centro de Servicios  de los  
Juzgados Civiles y  Familia de Valledupar a los  Juzgados Primero, Segundo, 
Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo  Civiles Municipales de 
Valledupar. 
 
Pese a lo anterior, para este Despacho judicial es claro que si bien a través de los  
acuerdos en mención el Consejo Seccional de la Judicatura  trata de dar alcance al 
artículo 22 de la Ley 270 de 1996, modificado  por el artículo 8 de la Ley 1285 de  
2009, en su inciso  3 y ss, al tiempo que se encuentra facultada para  realizar la 
distribución en sedes desconcentradas  y definir las distintas localidades y comunas 
en las que  funcionaran  los  Jueces de Pequeñas Causas y  Competencias Múltiples, 
de  conformidad con el Acuerdo  No. PSAA16-10561,  no es menos cierto,  que  ello  
no  implica la alteración de una competencia que  viene dada por  el legislador, sin 
dubitación alguna, a los Juzgados de Pequeñas Causas y  competencias múltiples, en 
lo  referente a los procesos de mínima cuantía., por cuanto  se ha dicho  por el  
legislador  que existiendo los juzgados en mención en el respectivo  lugar, a ellos 
corresponde conocer los  procesos contemplados en los  numerales 1, 2 y 3 del Art.17 
del C.G.P., lo cual se cumple para el caso, por cuanto además,  dichos Despachos  
Judiciales en la ciudad de Valledupar, no  funcionan en la comuna o localidad que 
les fue asignada, sino en el lugar que según los acuerdos  cuestionados 
correspondería conocer de procesos de mínima cuantía a los  jueces civiles 
municipales.   
 
La Corte Constitucional en Sentencia C-713 del 2008, expuso  lo  siguiente:  
 
“En cuanto a la referencia a los juzgados de pequeñas causas y competencia 
múltiple y la distribución geográfica de los despachos judiciales (incisos 3º, 4º, 5º 
y 6º del artículo 8 del proyecto), la Corte considera que dicha regulación no 
contraría la Constitución. De un lado, porque simplemente se hace mención a una 
categoría de jueces prevista en la ley. De otro, porque la distribución geográfica 
busca garantizar un mayor acceso a la administración de justicia, especialmente 
en los municipios alejados de los centros urbanos y de las zonas populosas, o 
distantes de las grandes ciudades, sin alterar las reglas generales de competencia 
previstas en la legislación ordinaria.  
  
Tampoco desconoce la Constitución la posibilidad de existencia de juzgados 
promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, laborales, penales y de 
familia, cuando el número de asuntos así lo amerite, pues ello atiende los principios 



de eficacia de la administración de justicia y eficiencia en el manejo de los recursos 
públicos. 
  
Así mismo, las disposiciones contenidas en el artículo bajo examen pretenden 
garantizar el funcionamiento “desconcentrado” de la justicia, cumpliendo así lo 
dispuesto en la parte final del artículo 228 de la Constitución. En este sentido, la 
Corte advierte una inexactitud en el inciso tercero del proyecto, cuando hace 
referencia a la localización “descentralizada” de los jueces de pequeñas causas, 
pues en realidad se trata de una localización “desconcentrada”. 
  
Debe precisarse que la autorización para la distribución geográfica de despachos 
judiciales no implica alterar las reglas generales de competencia previstas en la 
legislación ordinaria, ni puede dar lugar a conflictos de competencia por este motivo, 
pues la nueva regulación simplemente pretende facilitar el acceso a la justicia sin 
introducir cambios respecto de la competencia territorial de las autoridades 
judiciales. 
  
Ahora bien, sobre la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para que cierta 
parte de los juzgados funcionen en sedes distribuidas geográficamente en las 
distintas localidades y comunas de la respectiva ciudad, no vulnera la Constitución 
en cuanto responde al principio de desconcentración de la justicia y al principio de 
igualdad en el acceso a la administración de justicia, desechando preferencias 
contrarias al concepto de justicia Al respecto la Corte ha considerado: 
  
“Así, de modo expreso el artículo 228 de la Constitución estipula que el 
funcionamiento de la administración de justicia será desconcentrado, lo cual 
supone que, a menos que se trate de los tribunales que encabezan las jurisdicciones 
y cuyas decisiones tienen por ámbito territorial el de toda la República de 
conformidad con lo que la misma Carta dispone, no es dable al legislador 
concentrar la totalidad de las competencias en cualquier campo en cabeza de un 
solo juez o tribunal. 
  
En particular, en lo que concierne al aspecto territorial, las competencias de los 
jueces y corporaciones deben ser distribuidas en sitios diversos de la República, de 
tal modo que todos los habitantes, independientemente de la zona en que residan, 
puedan acudir, en condiciones similares, a los estrados judiciales. Ello evita que la 
sede territorial del único tribunal competente para determinado asunto convierta 
el acceso a la justicia en un privilegio solamente reservado a quienes viven en ese 
lugar. 
  
Se asegura en tal forma la igualdad de oportunidades en el acceso a la 
administración de justicia, desechando odiosas preferencias, contrarias al 
concepto mismo de justicia. Luego cuando la ley, sin motivo plausible, asigna la 
totalidad de una determinada competencia a las autoridades judiciales de una sola 
localidad, pese a que los conflictos que reclaman definición tienen ocurrencia en 
cualquier parte del territorio, favorece injustificadamente a los residentes en 
aquélla, en detrimento de quienes habitan en otros puntos de la geografía nacional. 
Con ello se vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.) y se obstruye el libre 
acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.), ocasionando inclusive costos 
no repartidos equitativamente entre los asociados. 
  
Eso mismo ocasiona la discriminación entre personas, carente de todo fundamento 
real y jurídico y sólo con apoyo en un factor territorial que no puede ser más 
importante, a los ojos del Estado, que el adecuado y oportuno uso, por parte de 
todas las personas, de los instrumentos institucionales para ejercer los derechos 
que la administración de justicia está llamada a garantizar”. 
 
Todas las razones expuestas, llevan a este Despacho  a apartarse del contenido de los  
acuerdos en cita, y  dar aplicación a una norma de carácter procesal y regida por el 
principio de legalidad. 
 
En este estado de las cosas y a fin de dar el trámite correspondiente a la luz del  tercer 
inciso del artículo 90 y del primer inciso del artículo 139  del CGP, es del caso 



rechazar de plano la presente demanda y remitirla a la Oficina de Apoyo de los 
Juzgados Civiles y de Familia de Valledupar, con el fin que sea repartida al juez 
competente, entre los Juzgados de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 
Valledupar. 
 
Corolario con lo expuesto, el Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad de 
Valledupar; 
 

Resuelve: 
 
PRIMERO: RECHAZAR la demanda del epígrafe por carecer este Despacho de 
competencia para conocer de la misma, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 90, 139 y 17 del C.G.P., numeral 1 y PARAGRAFO. 
 
SEGUNDO: REMITANSE por secretaría las presentes diligencias junto con sus 
anexos  a la Oficina de Apoyo de los Juzgados Civiles y de Familia a fin de que esta 
demanda sea sometida a reparto al juez competente entre los Juzgados Municipales 
de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, Ofíciese por Secretaría en tal sentido. 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La juez,    
 

 
 

Alba Lucía Murillo Restrepo.  
 
 
 
 



República de Colombia 

 
Distrito judicial de Valledupar. 

Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad. 
Valledupar-Cesar.  

 
Rad. 20001-40-03-001-2021-00280-00. 

 
Valledupar,  Siete  (07) de Julio de Dos Mil Veintiuno (2021). 

 
Referencia: Demanda Ejecutiva de Mínima Cuantía. 

Demandante: Compañía de Financiamiento   Tuya S.A.     
Demandado:  Karin Johana Ravelo Peralta.  

 
Asunto. 

 
Del estudio hecho al proceso de la referencia, se tiene que en el mismo la parte 
demandante pretende se libre orden de pago por valor de  $6.609.888.00, más 
intereses de  remuneratorios por valor de $3.742.082.00 e intereses de mora, en 
virtud de ello procede el despacho a pronunciarse, en los siguientes términos.  
 
Teniendo en cuenta lo antes anotado, encuentra el despacho que  la cuantía estimada 
en la demanda  no supera los (40) salarios mínimos mensuales legales vigentes, es 
decir no excede el valor de TREINTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS 
CUARENTA MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS ($36.340.920.00), que se 
requiere para dar trámite como proceso de menor cuantía, considerando en 
consecuencia este  despacho no ser  competente para adelantar el conocimiento del 
asunto, ya que al tiempo de la presentación de la demanda, las pretensiones estaban 
por debajo de la cuantía  contemplada en los artículos 25 y 26 del CGP, por lo que 
tiene el carácter de mínima cuantía. 
 
Así mismo este operador judicial ampara su decisión,  a la luz del artículo 17 del CGP, 
donde se determina la competencia de los jueces civiles municipales en única 
instancia, disposición que a la letra reza:  
 
Los jueces civiles municipales conocen en única instancia: (1). De los procesos 
contenciosos de mínima cuantía.  – atendiendo al tenor literal del artículo 
precedente  se podría concluir que efectivamente este despacho es el competente 
para conocer del asunto,  sin embargo el parágrafo del mismo artículo 17, 
expresamente trae la siguiente excepción así: 
 
Parágrafo. Cuando en el lugar exista juez municipal de pequeñas causa 
y competencia múltiple, corresponderán a este los asuntos 
consagrados numerales  1,2, y 3. 
 
De lo anterior se puede advertir como con la creación los juzgados de pequeñas 
causas y competencia múltiple, se desplazaron las competencias de los juzgados 
civiles municipales con respecto las controversias de mínima cuantía.  
 
En vista de que el proceso en comento encuadra perfectamente en los procesos de 
mínima cuantía, ya que no supera los 40 SMLMV, y que con la vigencia del Código 
General Del Proceso comenzaron a funcionar a partir del primero de enero de 2016 
en Valledupar Cesar, los juzgados de pequeñas causas y competencia múltiple, se 
establece que esta judicatura perdió competencia para conocer del asunto de marras.  
 
Debe precisar el Despacho que a través del Acuerdo No. CSJCEA17-220 de fecha 05 
de abril de 2017, “por medio de la cual se desconcentran los Juzgados Primero  y  
Segundo de Pequeñas Causas y  Competencia Múltiple de Valledupar” el Consejo   
Seccional de la Judicatura dispuso:  
 



“ARTICULO PRIMERO: Desconcentrar la competencia del Juzgado Primero de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 
competencia de los procesos  cuyos demandados residen en los  barrios y/o 
asentamientos que  conformar la Comuna No.4 de Valledupar. 
 
ARTICULO  SEGUNDO:  Desconcentrar la competencia del Juzgado Segundo  de 
Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Valledupar, el cual tendrá 
competencia de los procesos  cuyos demandados residen en los barrios  y 
asentamientos de la Comuna  5 de Valledupar a excepción de los  barrios 
clasificados en estratos  4, 5  y 6, señalados en la parte motiva de este Acuerdo. 
 
Posteriormente, a  través del Acuerdo  CSJCEA17-234 de fecha  05 de Julio de  2017,  
por el  cual  se aclara el Acuerdo  antes mencionado, el Consejo Seccional de la 
Judicatura del Cesar, dispone:  
 
ARTICULO   PRIMERO: Aclarar el Acuerdo No. CSJCEA17-220 del 05 de abril de  
2017, en el sentido de asignar a los  Juzgados 1 y  2 de pequeñas Causas  y  
Competencias Múltiples de Valledupar, la competencia  establecida en el parágrafo 
del artículo 17 del Código  General del Proceso, respecto de las comunas 
desconcentradas del  Municipio de Valledupar, en dicho Acuerdo. 
 
ARTICULO SEGUNDO: Aclarar que  los asuntos establecidos  en el artículo   17 del 
C.G.P. que no correspondan a esas Zonas Geográficas del Municipio de Valledupar 
asignadas a los  Juzgados 1 y  2 de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de 
Valledupar, corresponderán previo  reparto  del Centro de Servicios  de los  
Juzgados Civiles y  Familia de Valledupar a los  Juzgados Primero, Segundo, 
Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo  Civiles Municipales de 
Valledupar. 
 
Pese a lo anterior, para este Despacho judicial es claro que si bien a través de los  
acuerdos en mención el Consejo Seccional de la Judicatura  trata de dar alcance al 
artículo 22 de la Ley 270 de 1996, modificado  por el artículo 8 de la Ley 1285 de  
2009, en su inciso  3 y ss, al tiempo que se encuentra facultada para  realizar la 
distribución en sedes desconcentradas  y definir las distintas localidades y comunas 
en las que  funcionaran  los  Jueces de Pequeñas Causas y  Competencias Múltiples, 
de  conformidad con el Acuerdo  No. PSAA16-10561,  no es menos cierto,  que  ello  
no  implica la alteración de una competencia que  viene dada por  el legislador, sin 
dubitación alguna, a los Juzgados de Pequeñas Causas y  competencias múltiples, en 
lo  referente a los procesos de mínima cuantía., por cuanto  se ha dicho  por el  
legislador  que existiendo los juzgados en mención en el respectivo  lugar, a ellos 
corresponde conocer los  procesos contemplados en los  numerales 1, 2 y 3 del Art.17 
del C.G.P., lo cual se cumple para el caso, por cuanto además,  dichos Despachos  
Judiciales en la ciudad de Valledupar, no  funcionan en la comuna o localidad que 
les fue asignada, sino en el lugar que según los acuerdos  cuestionados 
correspondería conocer de procesos de mínima cuantía a los  jueces civiles 
municipales.   
 
La Corte Constitucional en Sentencia C-713 del 2008, expuso  lo  siguiente:  
 
“En cuanto a la referencia a los juzgados de pequeñas causas y competencia 
múltiple y la distribución geográfica de los despachos judiciales (incisos 3º, 4º, 5º 
y 6º del artículo 8 del proyecto), la Corte considera que dicha regulación no 
contraría la Constitución. De un lado, porque simplemente se hace mención a una 
categoría de jueces prevista en la ley. De otro, porque la distribución geográfica 
busca garantizar un mayor acceso a la administración de justicia, especialmente 
en los municipios alejados de los centros urbanos y de las zonas populosas, o 
distantes de las grandes ciudades, sin alterar las reglas generales de competencia 
previstas en la legislación ordinaria.  
  
Tampoco desconoce la Constitución la posibilidad de existencia de juzgados 
promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, laborales, penales y de 
familia, cuando el número de asuntos así lo amerite, pues ello atiende los principios 



de eficacia de la administración de justicia y eficiencia en el manejo de los recursos 
públicos. 
  
Así mismo, las disposiciones contenidas en el artículo bajo examen pretenden 
garantizar el funcionamiento “desconcentrado” de la justicia, cumpliendo así lo 
dispuesto en la parte final del artículo 228 de la Constitución. En este sentido, la 
Corte advierte una inexactitud en el inciso tercero del proyecto, cuando hace 
referencia a la localización “descentralizada” de los jueces de pequeñas causas, 
pues en realidad se trata de una localización “desconcentrada”. 
  
Debe precisarse que la autorización para la distribución geográfica de despachos 
judiciales no implica alterar las reglas generales de competencia previstas en la 
legislación ordinaria, ni puede dar lugar a conflictos de competencia por este motivo, 
pues la nueva regulación simplemente pretende facilitar el acceso a la justicia sin 
introducir cambios respecto de la competencia territorial de las autoridades 
judiciales. 
  
Ahora bien, sobre la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para que cierta 
parte de los juzgados funcionen en sedes distribuidas geográficamente en las 
distintas localidades y comunas de la respectiva ciudad, no vulnera la Constitución 
en cuanto responde al principio de desconcentración de la justicia y al principio de 
igualdad en el acceso a la administración de justicia, desechando preferencias 
contrarias al concepto de justicia Al respecto la Corte ha considerado: 
  
“Así, de modo expreso el artículo 228 de la Constitución estipula que el 
funcionamiento de la administración de justicia será desconcentrado, lo cual 
supone que, a menos que se trate de los tribunales que encabezan las jurisdicciones 
y cuyas decisiones tienen por ámbito territorial el de toda la República de 
conformidad con lo que la misma Carta dispone, no es dable al legislador 
concentrar la totalidad de las competencias en cualquier campo en cabeza de un 
solo juez o tribunal. 
  
En particular, en lo que concierne al aspecto territorial, las competencias de los 
jueces y corporaciones deben ser distribuidas en sitios diversos de la República, de 
tal modo que todos los habitantes, independientemente de la zona en que residan, 
puedan acudir, en condiciones similares, a los estrados judiciales. Ello evita que la 
sede territorial del único tribunal competente para determinado asunto convierta 
el acceso a la justicia en un privilegio solamente reservado a quienes viven en ese 
lugar. 
  
Se asegura en tal forma la igualdad de oportunidades en el acceso a la 
administración de justicia, desechando odiosas preferencias, contrarias al 
concepto mismo de justicia. Luego cuando la ley, sin motivo plausible, asigna la 
totalidad de una determinada competencia a las autoridades judiciales de una sola 
localidad, pese a que los conflictos que reclaman definición tienen ocurrencia en 
cualquier parte del territorio, favorece injustificadamente a los residentes en 
aquélla, en detrimento de quienes habitan en otros puntos de la geografía nacional. 
Con ello se vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 C.P.) y se obstruye el libre 
acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.), ocasionando inclusive costos 
no repartidos equitativamente entre los asociados. 
  
Eso mismo ocasiona la discriminación entre personas, carente de todo fundamento 
real y jurídico y sólo con apoyo en un factor territorial que no puede ser más 
importante, a los ojos del Estado, que el adecuado y oportuno uso, por parte de 
todas las personas, de los instrumentos institucionales para ejercer los derechos 
que la administración de justicia está llamada a garantizar”. 
 
Todas las razones expuestas, llevan a este Despacho  a apartarse del contenido de los  
acuerdos en cita, y  dar aplicación a una norma de carácter procesal y regida por el 
principio de legalidad. 
 
En este estado de las cosas y a fin de dar el trámite correspondiente a la luz del  tercer 
inciso del artículo 90 y del primer inciso del artículo 139  del CGP, es del caso 



rechazar de plano la presente demanda y remitirla a la Oficina de Apoyo de los 
Juzgados Civiles y de Familia de Valledupar, con el fin que sea repartida al juez 
competente, entre los Juzgados de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 
Valledupar. 
 
Corolario con lo expuesto, el Juzgado Primero Civil Municipal en Oralidad de 
Valledupar; 
 

Resuelve: 
 
PRIMERO: RECHAZAR la demanda del epígrafe por carecer este Despacho de 
competencia para conocer de la misma, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 90, 139 y 17 del C.G.P., numeral 1 y PARAGRAFO. 
 
SEGUNDO: REMITANSE por secretaría las presentes diligencias junto con sus 
anexos  a la Oficina de Apoyo de los Juzgados Civiles y de Familia a fin de que esta 
demanda sea sometida a reparto al juez competente entre los Juzgados Municipales 
de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple, Ofíciese por Secretaría en tal sentido. 
 

Notifíquese y Cúmplase. 
 
La juez,    
 

 
 

Alba Lucía Murillo Restrepo.  
 
 
 
 


